
Recomendaciones
de la U N ESCO

La 19 a Conferencia General de la UNESCO, reunida en Nairobi,
aprobó, el 26 de noviembre de 1976, seis Recomendaciones a los Estados
Miembros. Publicamos a continuación tres de ellas; las otras tres apare-
cerán en el próximo número de esta Revista.





RECOMENDACION SOBRE LA PROTECCION JURIDICA
DE LOS TRADUCTORES Y DE LAS TRADUCCIONES Y SOBRE

LOS MEDIOS PRACTICOS DE MEJORAR LA SITUACION
DE LOS TRADUCTORES

La Conferencia General de la Organización de ias Naciones Unidas para
la Educación, la Ciencia y la Cultura, reunida en Nairobi det 26 de octubre
al 30 de noviembre de 197, en su 19.a reunión,

Considerando que la traducción facilita la comprensión entre los
pueblos y la cooperación entre las naciones, al promover la difusión
de las obras literarias y científicas, inclusive las técnicas, a través de
las fronteras ling ŭ ísticas, así como el intercambio de ideas, ^

Constatando el papel sumamente importante que desempeñan los tra-
ductores y las traducciones en los intercambios internacionales en las
esferas de la cultura, del arte y de la ciencia, en particular cuando se
trata de óbras escritas y traducidas en idiomas de menor difusión,

Reconociendo que la protección de los traductores es indispensable
para que las traducciones tengan la calidad que exige el cumplimiento
eficaz de su función al servicio de la cultura y el desarrollo,

Recordar^.do que, si bien tos principios de esa protección ya figuran en
la Convención Universal sobre Derecho de Autor y si el Convenio de
Berna para la Protección de las Obras literarias y Artísticas, y las legis-
laciones nacionales de algunos Estados Miembros también contienen
disposiciones específicas relativas a esa protección, la aplicaeión prác-
tica de esos principios y disposiciones no siempre es adecuada,
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Estimsndo que, si bien por lo que respecta al derecho de autor, los
traductores y las traducciones disfrutan en muchos países de una pro-
tección análoga a la concedida a los autores y a las obras literarias y
científicas, inclusive las técnicas, la adopción de medidas de índole
esencialmente práctica que asimilan et traductor al autor y que son
propias de la profesión de traductor, se justifica no obstante para
mejorar la aplicación efectiva de las leyes vigentes,

Habiendo decidido, en su 18.a reunión, que la protección de los tra-
ductores fuese objeto de una recomendación a los Estados Miembros,
según lo dispuesto en el párrafo 4 del artículo IV de la Constitución,

Aprueba, en este d ía, 22 de noviembre de 1976, la presente Reco-
mendación.

La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que apli-
quen las disposiciones siguientes, relativas a la protección de los traducto-
res y de las traducciones, adoptando las medidas legislativas nacionales o

^de otra índole que sean necesarias y de conformidad con las prácticas y
los principios constitucionales de cada Estado, para aplicar, en su respec-
tivo territorio, las normas y los principios formulados en la presente Re-
comendación.

La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que pon-
gan la presente Recomendación en conocimiento de las autoridades, los
servicios u organismos encargados de las cuestiones relacionadas con los
intereses moralés y rnateriales de los traductores y la protección de tas
traducciones, de tas diferentes organizaciones o asociaciones que repre-
senten o defiendan los intereses de los traductores, y de los editor^s, de
los empresarios de espectáculos, los organismos de radiodifusión, los
usuarios y otras partes interesadas.

La Conferencia general recomienda a los Estados Miembros que pre-
senten a la Organización, en las fechas y en la forma que la Conferencia
General determine, informes sobre las disposiciones que hayan tomado
para dar efecto a la presente Recomendación.

DEFINICIONES Y CAMPO DE APLICACION

1. A los efectos de la presente Recomendación:

a) el término "traducción" designa la transposición de una obra lite-
raria o cientffica, incluso de una obra técnica, de una lengua a
otra, esté o no esté la obra preexistente, o la traducción, desti-
nada a ser publicada en forma de libro, en una revista, en un pe-
riódico o en otra forma, a ser representada en el teatro, o a ser
utilizada en el cine, la radio o la televisión, o por cualquier otro
medio de comunicación;

b) el término "traductores" designa a I^os traductores de obras
literarias o cieñtfficas, incluidas las obras técnicas;
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c) el término "usuarios" designa a las personas ftsicas o morales por
cuya cuenta se hace la traducción.

2. La presenta Recomendación se aplica a todos ios traductores, sean
cuales fueren:

a) la condición jurídica que les corresponda como:
i) traductores independientes, o
ii) traductores a sueldo;

b) la disciplina con la que se relacione la obra traducidá;

c) el carácter de su actividad: a jornada completa o a jornada
parcial.

I1. SITUACION JURIDICA GENERAL DE LOS TRADUCTORES

3. Los Estados Miembros deberían extender a Ios traductores, por lo
que respecta a sus traducciones, la protección que conceden a los
autores de conformidad con las disposiciones de las convenciones
internacionales sobre derecho de autor en las que son partes o de su
legislación nacional, o de unas y otras disposiciones, y e.sto sin per-
juicio de los derechos de los autores de las obras preexistentes.

II1. MEDIDAS DESTINADAS A GARANTIZAR LA APLICACION DE
LA PROTECCION CONCEDIDA A LOS TRADUCTORES EN VIR-
TUD DE LAS CONVENCIONES INTERNACIONALES Y DE LAS
LEGISLACIONES NACIONALES RELATIVAS AL DERECHO
DE AUTOR

4. Es conveniente que el traductor y el usuario de la traducción con-
cierten un contrato por escrito.

5. Por regla general, los contratos que rijan tas relaciones entre los tra-
ductores y los usuarios como, Ilegado el caso, cualesquiera otros
instrumentos jurídicos que rijan esas relaciones, deberían:

a) conceder una remuneración equitativa al traductor, cualquiera
que sea su situación jurídica.

b) ^ conceder al traductor, al menos cuando no actúe en calidad de
traductor a sueldo, ya sea una remuneración proporcional a los
ingresos provenientes de la venta o la explotación de la traduc-
ción, abonándole un anticipo que el traductor conservará sean
cuales fueren esos ingresos, ya sea previendo en beneficio del
traductor el pago de una cantidad calculada con arreglo a otro
sistema de remuneración independiente de las ventas, si la legisla-
ción nacional prevé o admite un sistema de este tipo, ya sea pre-
viendo el pago al traductor de una remuneración equitativa, a
tanto alzado, si la remuneración proporcional resulta insufi-
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ciente o inaplicab^. E! método adecuado se ha de escoger te-
niendo en cuenta el sistema legal de^ país interesado y, cuando
proceda, del género de la obra preexistente.

c1 prever una remuneración supiementaria, cuando sea apropiado,
sí el uso de la traducción sobrepasara los I ímites definidos en el
contra to;

d) precisar que las autorizaciones concedidas por el traductor se li-
mitan a los derechos expresamente mencionados por él, esta dis-
posicíón se apiicará a las eventuales nuevas edicíones;

e) estipular que, en caso de que el traductor no haya obtenido las
autorizaciones necesarias, incumbirá al usuario el obtenerlas;

f) estipular que el traductor garantiza al usuario el goce pacífico de
todos los derechos cedidos y se compromete a abstenerse de
cua{quier acto que pudiera ir en menoscabo de los intereses le-
gítimos de éste, como también a acatar, si procede, las normas
del seçreto profesional;

g) estipular que, a reserva de las prerrogativas del autor de la obra
preexistente, en el texto de una traducción destinada a la publica-
ción no se introducirá modificación alguna sin acuerdo previo del
traductor.

h) garantizar al traductor y a su traducción una publicidad propor-
cional a la dada generalmente al autor; en partícular, el nombre
del traductor debería figurar en tugar destacado en todos los
ejemplares publicados de la traducción, en los carteles de teatro,
en las comunicaciones que acompañen las emisiones de radio o de
televisión, en la fícha artística de las películas y en cuaÍquier ma-
terial de promoción;

i) prever que el usuario se comprometa a hacer figurar en los ejem-
plares de la traducción las menciones requeridas para ajustarse
a las formalidades de derecho de autor existentes en aquellos
países en los que se puede esperar razonablemente que se utilice'
la traducción;

j) prever la solución de los posibles conflictos sobre todo en cuanto
a la calidad de la traducción, y en la medida de lo posible median-
te un arbitraje o con arreglo a un procedimiento establecido por
la {egislación nacional, o por cualquier otro rnedio de resolver el
conflicto que por una parte ofrezca garantías de imparcialidad y
que por otra sea fácilmente utilizable y poco costoso.

ic) mencionar los idiomas de los cuales y a los cuales el traductor
haya de traducir y, sin perjuicio de 4as disposiciones del aparta-
do a) del párrafo 1, subordinar además a la concertación de un
acuerdo explícito la eventual utilización de sus servicios como in-
térprete.

6. Con objeto de facilitar la aplicación de las medidas recomendadas en
los párrafos 4, 5 y j4, los Estados Miembros deberían, a resenra del
respeto de la libertad de todo traductor de comprometerse indivi-
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dualmenie por conirato, estimular a las partes interesadas, en parti-
cular a las organizaciones o asociaciones profesionales de traductores
y a otras organizaciones que los representen, por una parte, y a los
representantes de ios usuarios por otra, a que adopten contratos tipo
o concierten acuerdos colectívos teniendo en cuenta las disposiciones
de la presente Recomendación y todas las situaciones que pueden
presentarse en lo que respecta tanto a la persona del traductor como
a la índole de la traducción.

7. Los Estados Miembros deberían favorecer también las medidas enca-
minadas a garantizar una representación eficaz de los traductores y a
facilitar la creación y el desarrollo de organizaciones o asociaciones
profesionales de traductores y de otras organizaciones que los repre-
senten encargadas de definir las normas y tas obligaciones que deben
regir el ejercicio de la profesión, de defender los intereses morales y
materiales de los traductores y de facilitar las intercambios língííístí-
cos, cuiturales, científicos y técnicos entre los traductores, así como
entre los tradu^tores y los autores de !as obras que hayan de tradu-
cirse. Con esos fines esas organizaciones o asociaciones podrían em-
prender, en la medida en que la ley nacional lo permita, entre otras,
las siguientes actividades:

a) favorecer la adopción de normas que rijan la profesión de tra-
ductor, Estas normas deberían incluir, en particular, la obliga-
ción del traductor de hacer una traducción de alta calidad desde
el punto de vista de la lengua y del estilo y de garantizar que la
traducción será fiel al original;

b) estudiar bases de remuneración aceptables para los traductores y
los usuarios;

c1 establecer procedimientos destinados a facilitar la solución de las
controversias que surjan respecto a la calidad de las traducciones;

d) asesorar a los traductores en sus negociaciones con los usuarios y
cooperar con ias demás partes interesadas en el establecimiento
de contratos modelo relativos a la traducción;

e) esforzarse, de conformidad con las leyes nacionales o los acuer-
dos colectivos vigentes al respecto, por hacer beneficiar a los
traductores, individual o colectivamente, de la distribución de los
fondos recibidos de fuentes públicas o privadas de que puedan o
pudieran beneficiarse los autores;

f) tomar disposiciones para el intercambio de información sobre
asuntos de interés para los traductores, publicando boletines
informativos, organizando reuniones o por otros medios apro-
piados;

g) favorecer la asimilación de los traductores a los autares de obras
literarias o científicas, inctuso obras técnicas, en cuanto se refíere
a las prestaciones sociales concedidas a estos últimos y al régimen
fiscal que se les aplica;

h) promover la elaboración y el desarrollo de programas especiati-
zados para la formación de los traductores;
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i) cooperar con otros órganas nacionales, regionales o internacio-
nales que se ocupan de defender l06 intereses de los traductores,
y con los centros nacionales o regionales de información sobre
derecho de autar, creados para facilitar los trámites relacionados
con los derechos de las obras protegidas por el derecho de autor,
así como con el Centro Internacional de Información sobre
Derecho de Autor de la Unesco;

jy mantener estrechas relaciones con los usuarios, así como con sus
representantes o con las organizaciones o asociaciones profesio-
nales, con objeto de defender los intereses de los traductores y de
negociar acuerdos colectivos con esos representantes o con esas
organizaciones o asociáciones, siempre que se estime ventajoso;

k) contribuir, en general, al progreso de la profesión de traductor.

8. Sin perjuicio de las disposiciones del párrafo 7, la pertenencia a orga-
nizaciones o asociaciones prófesionales que representen a traductores
no debería ser, no obstante, una condición necesaria para la protec-
ción, ya que las disposiciones de la presente Recomendación han de
aplicarse a tados los traductores, tanto si pertenecen como si no per-
tenecen a organizaciones o asociaciones de esa fndole.

IV. S{TUACION SOCIAL Y FISCAL DE LOS TRADUCTORES

9. Los traductores independientes, tanto si perciben como si no perci-
ben derechos de autor proporcionales deberfan beneficiarse, en la
práctica, de todos los sistemas de seguro social como pensiones, segu-
ro de enfermedad, subsidios familiares, etc., así como del sistema
fiscal adoptado para la protección de los autores de obras literarias
o científicas, en general, incluso las obras técnicas.

10. Los traductores a sueldo deberían estar calificados en el mismo
nivel que el personal de categoría profesional y disfrutas de las mis-
mas ventajas sociales que aquél. A ese respecto, los estatutos profe-
sionales, los acuerdos colectivos y los contratos de trabajo fundados
en ellos deberfan mencianar expresamente la clase de los traductores
de textos científicos y técnicos, para que se les reconozca su condi-
ción de traductores, sobre todo en su clasificación profesional.

V. FORMACION Y CONDICIONES DE TRABAJO DE LOS TRA-
DUCTORES.

11. Los Estados Miembros deberían reconocer, en principio, que la tra-
ducción es una disciplina autónoma, que exige una formación distin-
ta de la enseñanza exclusivamente lingiiística y que requiere una for-
mación especializada. Los Estados Miembros deberían promover,
en conexión especialmente con las organizaciones o asociaciones
profesionales de traductores, el establecimiento de programas de
redaccibn para traductores, particularmente en las universidades y
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en otros establecimientos de enseñanza, y la instiiución de semina-
rios o cursillos de trabajos prácticos. También se debería reconocer
lo útil que sería para los traductores poder asistír a cursillos de for-
mación permanente.

12. Los Estados Miembros deberían examinár la posibilidad de organizar
centros de terminotogía que podrían emprender las actividades si-
guientes:

a) cornunicar a los traductores las informaciones corrientes relati-
vas a la terminología necesaria para su trabajo cotidiano;

b) colaborar estrechamente con los centros de terminología de
todo el mundo a fin de normalizar y desarrollar la internaciona-
lización de la terminología científica y técnica para facilitar el
trabajo de los traductores.

13. En conexión con las organizaciones o asociaciones profesionales y
otros organismos interesados, los Estados Miembros deberían facili-
tar los intercambios de traductores con objeto de que éstos puedan
adquirir un mejor conocimiento del idioma en el que están especia-
lizados, así como del medio sociocultural en el que se redactan las
obras que han de traducir.

14. Con miras a mejorar la calidad de las traducciones, los principios y
las enseñanzas prácticas que se enumeran a continuación, deberían
mencionarse explícitamente en los estatutos profesionales mencio-
nados en el apartado a) del párrafo 7, así como en todos los contra-
tos escritos establecidos entre los traductores y los usuarios:

a) debe darse a los traductores un plazo razonable para que ejecu-
ten su trabajo;

b) en la medida de lo posible, deben ponerse a disposición de los
traductores todos los documentos e informaciones necesarios pa-
ra la comprensión del texto que se ha de traducir y la redacción
de la traducción;

c) por regla general, la traducción debe hacerse a partir del origi-
nal, recurriéndose a la retraducción solamente en caso de que
sea absolutamente necesario;

d) en la medida de lo posible, el traductor debe traducir a su len-
gua materna o a un idioma que domine como su lengua rnaterna.

V1. PAISES EN VIAS DE DESARROLLO

15. Los países en vías de desarrollo deberfan poder adaptar las normas y
los principios enunciados en la presente Recomendación de la manera
que estimen necesaria para satisfacer sus necesidades, habida cuenta
de las disposiciones especiales a favor de los pafses en desarrollo de la
Convención Universal sobre Derecho de Autor revisada en Parfs el 24
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de julio de 1971 y del Acta de Parfs (1971) del Convenio de Berna
para la Protección de {as ^bras Literarias y Artísticas.

VI1. DISPOSICION FINAL

16. En los casos en que los traductores o las traducciones disfruten de un
nivel de protección que sea, en algunos aspectos, más favorable que el
previsto en la presente Recomendación, no se deberían invocar sus
disposiciones para menoscabar la protección ya concedida.



RECOMENDACION
SOBRE EL INTERCAMBIO INTERNACIONAL DE

BIENES CULTURALES

La Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su 19.a reunión, celebrada
en Nairobi del 26 de octubre al 30 de noviembre de 1976,

Recordando que los bienes culturales son elementos fundamentales de
la civilización y de la cultura de los pueblos.

Considerando que la ampliac,ión y la promoción de los intercambios
culturales, al permitir alcanzar un conocimiento mutuo más pleno de
las realizaciones en los diversos campos de la cultura, contribuirán al
enriquecimiento de las culturas de que se trate basado en el debido
aprecio del carácter distintivo de cada una de ellas, así como del valor
de las culturas de otros países que componen el patrimonio cultural de
toda la humanidad,

Considerando que la circulación de los bienes culturales, en la medida
en que se hace en condiciones jurfdicas, científicas y técnicas adecua-
das para impedir el tráfico il ícito y el deterioro de esos bienes, es un
medio poderoso de comprensión y de apreciación entre las naciones,

Considerando que esa circulación de los bienes culturales entre los
países sigue siendo todavía ampliamente tributaria de actividades in-
teresadas y que por consiguiente, se presta a una especulacibn genera-
dora de un alza de los precios de esos bienes que los pone fuera del
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alcance de los países y de las instituciones menos favorecidas, pro-
piciando al mismo tiempo el desarrollo del tráfico il ícito,

Considerando que aun cuando esa circulación resulte de acciones des-
interesadas, éstas conducen las más de las veces a prestacivnes unila-
terales, como préstamos a corto plazo, depósitos a plazo medio o a
largo plazo, o donaciones,

Considerando que esas operaciones unilaterales siguen siendo toda-
vía limitadas en número y en importancia debido, tanto a su costo
como a la variedad y a la complejidad de las reglamentaciones y de las
prácticas exístentes en la materia,

Considerando que si bien es sumamente conveniente desarrolfar esas
acciones reduciendo o anulando los obstáculos que se oponen a su
desarrollo, es al mismo tiempo indispensable promover operaciones
basadas en la confianza mutua, en las que todas las instituciones pue-
den tratar entre sí en igualdad de condiciones,

Considerando que un gran número de instituciones culturaies, sea
cuai fuere su situación material, disponen de varios ejemplares de bie-
nes culturales análogos o similares, de calidad y origen incuestionables
y ampiiamente documentadas, y que esos bienes que para ellas sólo
tienen, en razón de su multiplicidad, una importancia accesoria o se-
cundaria, significarían en cambio un enriquecimiento considerable pa-
ra instituciones extranjeras;

Considerando que una política sistemática de intercambios entre esas
instituciones culturales, merced a la cual cada una al ceder bienes ac-
cesorios para ella adquiera como contrapartida bienes que no tiene,
conduciría no sólo al enríquecimiento de cada parte, sino también a
una mejor utilización del patrimonio cultural de la comunidad inter-
nacional, constituido por el conjunto de los patrimonios nacíonales,

Recordando que esa pol ítica de intercambios ha sido recomendada
ya en diversos acuerdos internacionales concertados de resultas de
trabajos de la Unesco,

Observando que los efectos de esos instrumentos continúan siendo
limitados a esos respectos y que de modo general la práctica de los
intercambios entre instituciones culturales desinteresadas sigue siendo
limitada y sus aplicacianes las más de las veces confidenciales o dis-
cretas,

Observando que cabe, por consiguiente, desarrollar a la vez y simul-
táneamente no sólo las operaciones unilaterales de préstamos, depó-
sitos o donaciones, sino también los intercambios bilaterales o multi-
laterales,

Habiéndole sido presentadas propuestas referentes al intercambio in-
ternacional de bienes culturales, cuestión que constituye el punto 26
del ^rden del D ía de la reunión,
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Habiendo decidido, en la 18.a reunión, que esta cuestión será objeto
de una recomendación a los Estados Miembros,

Aprueba, en el día de hoy, 26 de noviembre de 1976, la presente
Recomendación.

La Conferencia General recomienda a Ios Estados Miembros que apli-
quen las disposiciones siguientes adoptando medidas, de conformidad con
el sistema o la práctica constitucional de cada Estado, en forma de ley
nacional o en otra forma, encaminadas a dar efecto, en los territorios sa-
metidos a su jurisdicción a los principios formulados en la presente Reco-
mendación.

La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que pon-
gan la presente Recomendación en conocimiento de las autoridades y or-
ganismos apropiados.

La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que le
presenten en las fechas y en la forma que ella determine, informes rela-
tivos a la manera en que hayan aplicado la presente Recomendación.

I. OEFINICIONES

1. A los efectos de la presente Recomendación, se considerará:

- institución cultural: todo establecimiento permanente adminis-
trado en función del interés general, con miras a conservar, es-
tudiar, valorizar y poner al alcance del público unos bienes cul-
turales, y que ha sido reconocido por la autoridad pública com-
petente.

- bienes culturales: los bienes que son expresifin y testimonio de
la creación humana o de la evolución de la naturaleza y que ten-
ga, o puedan tener, a juicio de los órganos competentes de cada
Estado, un vator y un interés histórico, artístico, científico 0
técnico y que pertenezcan entre otras, a(as categorías siguientes:

a) especímenes de zoología, botánica y geología
b) objetos de interés arqueológico
c) objetos y documentación de etnología

d) objetos de las artes plásticas y decorativas, así como de las
artes aplicadas

e) obras literarias, musicales, fotográficas y cinematográficas
f ► archivos y documentos;

- intercambio internacional: toda transferencia que se refiere a la
propiedad, al uso o a la custodia de bienes culturales entre Esta-
dos o instituciones culturales de diferentes pafses en forma de
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préstamos, depósito, venta o donación, efectuada en las condi-
ciones que puedan convenir las partes interesadas.

I1. MEDIDAS RECOMENDADAS

2. Teniendo en cuenta que todos los bienes culturales forman parte del
patrimonio cultural común de la humanidad y que cada Estado tiene
una responsabilidad a ese respecto no sólo hacia sus propios naciona-
les sino también hacia la comunidad internacional en su totalidad,
los Estados Miembros deberían, dentro del marco de su competencia,
para desarrollar la circutación de bienes culturales entre instituciones
culturales de diferentes países, adoptar las medidas que se indican a
continuación en cooperación, si es necesario, con las autoridades re-
gionales y locales.

3. Conforme a la competencia legislativa y constitucional y con arreglo
a las condiciones propias de cada país, los Estados Miembros debe-
rían adaptar las leyes o los reglamentos existentes o adoptar nuevas
disposiciones legislativas o reglamentarias en materia de propiedad
pública, en materia fiscal y de aduana, y tomar todas las demás me-
didas necesarias para permitir o facilitar exclusivamente con fines de
intercambios internacionales de bienes culturales las siguientes ope-
raciones:

a) la importación o exportación, definitiva o temporal, así como el
tránsito de bienes culturales,

b1 la enajenación o el cambio de categoría eventuales de bienes cul-
turales pertenecientes a una colectividad pública o a una institu-
ción cultural.

4. Los Estados Miembros deberían alentar, si lo juzgan oportuno, la
creación ya sea directamente por su propia autoridad, ya sea por me-
dio de instituciones culturales, de ficheros de las demandas y ofertas
de intercambio de bienes culturales disponibles para un intercambio
internacional.

5. Las ofertas de intercambio sólo deberfan inscribirse en los ficheros
cuando se haya probado que la situación jurídica d2 los objetos de
que se trata se ajusta a la legislación nacional y que la institución que
los ofrece posee el título jurídico requerido para ello.

6. Las ofertas de intercambio deberían comportar toda la documenta-
ción científica, técnica, y si se solicita, jurídica, que permita asegu-
rar en las mejores condiciones la utilización cultural, la conserva-
ción y(a restauración eventual de los objetos propuestos.

7. Deberfa indicarse en los acuerdos de intercambio que la institución
receptora está dispuesta a adoptar todas las medidas de conserva-
ción necesarias para la adecuada protección de los objetos cultura-
les de que se trate.
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8. Debería estudiarse la posibilidad de otorgar una ayuda financiera
suplementaria a las instituciones culturales o de emplear parte de
la ayuda financiera existente para facilitar la realización de los inter-
cambios internacionales.

9. l.os Estados Miembros deberían conceder especial atención al proble-
ma de la cobertura de los riesgos que corren 1os bienes culturales du-
rante todo el período de los préstamos incluso durante el transporte,
y sobre todo, estudiar la posibilidad de establecer sistemas de garan-
tías y de indemnizaciones gubernamentales para los préstamos de
objetos de gran valor, como los que existen ya en determinados
pa íses.

10. Cada Estado Miembro debería examinar de acuerdo con su práctica
constitucional la posibilidad de confiar a organismos especializados
adecuados la tarea de coordinar las distintas operaciones que entra-
ñan los intercambios internacionales de bienes culturales.

III. COOPERACION INTERNACIONAL

11. Los Estados Miembros deberían emprender una amplia acción infor-
mativa y de incitación, con ayuda de las organizaciones internacio-
nales, regionales y nacionales interesadas, intergubernamentales y no
gubernamentales, y de conformidad con la práctica constitucional de
cada Estado Miembro, a fín de seña{ar a la atención de {as institu-
ciones culturales de todos los países y del diverso personal de todas
clases, administrativo, universitario y científico, que en esos países
velan por la seguridad de los bienes culturales, la importancia que
para lograr una mejar comprensión entre todos los pueblos, tiene el
desarrollo en el plan nacional o regíonal en todas sus formas, de la
circulación entre países de los bienes culturales, alentándoles a parti-
cipar en etla.

12. Esa acción debería referirse especialmente a los puntos siguientes:

1. se debería invitar a las instituciones culturales que ya hayan
concertado acuerdos relativos a la circulación de los bienes cul-
turales entre países, a que hagan públicas todas las disposiciones
de alcance general que puedan por consiguiente servir de modelo,
con la salvedad de las disposiciones que sólo tengan un alcance
particular, como {as relativas a ia designación de los bienes de
que se trate, su evaluaciór o cualquier otro detalle técnico
particular. ^

2. las organizaciones especializadas competentes y especialmente
el Consejo Internacional de Museos, deberían preparar o comple-
tar una o varias guías prácticas' describiendo tas diferentes for-
mas concebibles de circulacián de los bie^es culturales y sus
características específicas. En esas guías se debería proporcionar
sobre todo modetos de contrato para cada tipo de acuerdo po-
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sible, comprendidos los contratos de seguros. Esas guías debe-
rían difundirse ampliamente -entre todas las organizaciones
profesionales interesadas de los diferentes países, con la ayuda
de las autoridades nacionales competentes; ^

3. a fínes de facilítar los estudios preparatorios para concertar los
acuerdos de intercambio, se debería dar amplia difusión inter-
nacional:

a) a las publicaciones diversas (libros, revistas, catálogos de
museos y de exposiciones, documentación fotográfica)
que editan en todos los países las instituciones poseedoras
de bienes culturales,

b) a los ficheros de ofertas y demandas de intercambio estable-
cidos en cada país.

4. se debería señalar especialmente a la atención de las institucio-
nes culturales de todos los países, las posibilidades de concer-
trar los bienes culturales dispersos que resulten de un sistema
de préstamos sucesivos gracias a los cuales, sin transferencia de
propiedad, se pueda presentar por turno en las instituciones
poseedoras, la totalidad de un objeto importante hoy día des-
membrado.

13. Si las partes interesadas en un intercambio internacional de bienes
culturales encontrasen dificultades de carácter técnico para realizarlo,
podrían solicitar el dictamen de uno o varios expertos por ellas de-
signados, previa consulta del Director General de la Unesco.

IV. ESTADOS FEDERALES

- 14. En la aplicación de la presente Recomendación, los Estados Miem-
bros, que tengan un sistema constitucional federativo o no unitario
podrían seguir los principios enunciados en el artículo 34 de la
Convención para la Protección del Patrimonio Mundial, Cultu-
ral y Natural aprobada por la Conferencia General desde su 17.a reu-
nión 116-XI-1972).

V. LUCHA CONTRA EL TRAFICO ILICITO DE BIENES CUL-
TURALES

15. Como el desarrollo de los intercambios internacionales permitirá a
las instituciones culturales de los diferentes Estados Miembros enri-
quecer sus coleccíones de bienes culturales de origen lícito, acompa-
ñadas de la documentación que permita su plena valorización cultu-
ral, ios Estados Miembros, con ayuda de las organizaciones interna-
cionales interesadas, deberían tomar todas las medidas necesarias
para que, a la par de ese desarrollo, se intensifique, en todas las
formas posibles, la lucha contra el tráfico ilícito de bienes cultu-
rales.
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RECOMENDACION RELATIVA A LA SALVAGUARDIA
DE LOS CONJUNTOS HISTORICOS Y SU FUNCION

EN lA VIDA CONTEMPORANEA

La Conferencia Generat de la Organización de las Naciones Unidas
para la Educación, la Ciencia y la Cultura, en su 19.a reunión, celebrada
en Nairobi, del 26 de octubre al 30 de noviembre de 1976,

Considerando que los conjuntos históricos forman parte del medio
cotidiano de los seres humanos en todos los países, que constituyen
la presencia viva del pasado que los ha plasmado y que garantizan al
marco de vida la variedad necesaria para responder a la diversidad
de la sociedad y que, por ello mismo, adquieren una dimensión y un
valor h^mano suplementarios,

Considerando que los conjuntos históricos ofrecen a través de las
edades los testimonios más tangibles de la riqueza y de la diversidad
de las creaciones culturales, r.eligiosas y sociales de la humanidad, y
que su salvaguardia y su integración en la vida de la sociedad contem-
poránea es un factor básico del urbanismo y la ordenación del te-
rritorio,

Considerando que, frente a los pelígros de uniformización y de desper-
sonalización que se manifiestan con frecuencia en nuestra época, esos
testimonios vivos de épocas pasadas adquieren importancia vital para
los hombres y para las naciones, que encuentran en ellos la expresión
de su cultura y, al mismo tiempo, uno de (os fundamentos de su
identidad,
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Comprobando que, en el mundo entero, so pretexto de expansión o de
modernismo, se procede a destrucciones ignorantes de lo que destru-
yen y a reconstrucciones irreflexivas e inadecuadas que ocasionan un
grave perjuicio a ese patrimonio histórico.

Considerando que los conjuntos históricos constituyen un patrimonio
inmueble cuya destrucción provoca a menudo perturbaciones sociales,
aun cuando no acarree pérdidas económícas,

Considerando que esta situación entraña una responsabilidad para cada
ciudadano e impone a los poderes públicos obligaciones que sólo
ellos pueden asumir,

Considerando que, ante tales peligros de deterioro, e incluso de desa-
parición total, todos los Estados deben actuar para salvar esog valores
irremplazabtes adoptando urgentemente una pol ítica gtobal y activa
de protección y de reanimación de los conjuntos históricos y de su
medio, en el marco de la planificación nacional, regional o local,

Comprobando que en muchos paises falta una legislación suficiente-
mente eficaz y flexible sobre el patrimonio arquitectónico y sus rela-
ciones con el acondicionamiento del territorio,

Observando que la Conferencia General ha aprobado ya instrumentos
internacionales para proteger el patrimonio cultural y natural; como la
Recomendación que define los Príncipios internacionales que deberían
aplicarse a las Excavaciones Arqueológicas (1956 ► , la Recomendación
relativa a la Protección de la Belleza y el Carácter de los Lugares y
Paisajes (1962) y la Recomendacíón sobre la Conservación de los Bie-
nes Culturales que la Ejecucián de Obras Públicas o Privadas pueda
poner en Peligro (19681, y la Recomendación sobre la Protección, en
ei Ambito Nacional, del Patrimonio Cultural y Natural 11972 ► ,

Deseando completar y arnpliar eV alcance de las normas y los principios
formulados en esos intrumentos internacionales,

Habiéndole sido presentadas propuestas relativas a la salvaguardia de
los conjuntos históricos y su función en la vida contemporánea, cues-
tión que constituye el punto 27 del orden del día de la reunión,

Habiendo decidido, en su 18.a reunión que este asunto sería objeto de
una Recomendación a los Estados Miembros,

Aprueba, el 26 de noviembre de 1976, la presente Recomendación.

La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que apli-
quen las disposiciones Siguientes adoptando medidas, en forma de ley na-
cional o en otra forma, encaminadas a dar efecto, en los territorios some-
tidos a su jurisdicción, a los principios y normas formulados en la presente
Recomendación.
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La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que pon-
gan la presente Recomendación en conocimiento de las autoridades nacio-
nales y locales, así como de !as instituciones, servicios u organismos y aso-
ciaciones interesados en la salvaguardia de los conjuntos históricos y de
su medio.

La Conferencia General recomienda a los Estados Miembros que le
presenten, en las fechas y en la forma que ella determine, informes relati-
vos a la manera en que hayan aplícado la presente Recomendación.

I. DEFINICIONES

1. A efectos de ta présente Recomendación:

a) Se considera "conjunto histórico o tradicional" todo grupo de
construcciones y de espacíos, inclusive los lugares arqueológicos
y paleontológicos, que constituyan un asentamiento humano
tanto en medio urbano como en medio rural y cuya cohesión y
valor son reconocidos desde el punto de vista arqueológíco, ar-
quitectónico, prehistórico, histórico, estético o sociocultural.

En^tre esos "conjuntos", que son muy variados, pueden distin-
guirse en especial: los lugares prehistóricos, las ciudades históri-
cas, los antiguos barrios urbanos, las aldeas y los caseríos, así
como los conjuntos monumentales homogéneos, quedando en-
tendido que estos últimos deberán por lo común ser conserva-
dos cuidadosamente sin alteración.

b) Se considera "medio" de los conjuntos históricos el marco natu-
ral o construido que influye en la percepción estática^o dinámica
de esos conjuntos o se vincula a ellos de manera inmediata en el
espacio o por lazos sociales, económicos o culturales.

c) Se entiende por "salvaguardia" la identificación, la protección,
la conservación, la restauración, la rehabilitación, el manteni-
miento, y la revitalización de los conjuntos históricos o tradicio-
naies y de su medio.

II. PRINCIPIOS GENERALES

2. Debería considerarse que los conjuntos históricos y su medio cons-
tituyen un patrimonio universal irremplazable. Su salvaguardia y su
integración en la vida colectiva de nuestra época deberían ser una
obligación para los gobiernos y para !os ciudadanos de los Estados en
cuyos territorios se encuentran. Deberían ser responsables de ello, en
interés de todos los ciudadanos y de la comunidad internacional, las
autoridades nacionales, regionales o locales, según las condiciones
propias de cada Estado en materia de distribución de poderes.

3. Cada conjunto histórico y su medio deberían considerarse global-
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mente como un todo coherente cuyo equilibrio y carácter específico
dependen de la síntesis de los elementos que lo componen y que
comprenden tanto las actividades humanas como los edificios, la es-
tructura espacial y las zonas círcundantes. Así pues, todos los ele-
mentos válidos, incluidas las actividades humanas (por modestas que
sean), tienen en relacíón con el conjunto, un significado que procede
respetar.

4. Los conjuntos históricos y su medio deberían ser protegidos activa-
mente contra toda clase de deterioros, en especíat los resultantes de
un uso inapropiado, aditamentos parásitos y transformaciones abusi-
vas o desprovistas de sensibilidad que dañan su autenticidad, así
como los provocados por cualquier forma de contaminación. Todas
1as obras de restauración que se emprendan deberian basarse en prin-
cipios científicos. Asimismo, debería prestarse especia{ atención a la
armonía y a la emoción estética resultantes del encadenamiento o de
los contrastes de los diferentes elementos que componen los conjun-
tos y que dan a cada uno de ellos su carácter particular.

5. En las condiciones del urbanismo moderno, que produce un aumento
considerable en la escafa y en la densidad de las contrucciones, al pe-
ligro de destrucción directa de los conjuntos históricos se añade el pe-
ligro real de que los nuevos conjuntos destruyan el medio y el ca-
rácter de los conjuntos hitstóricos subyacentes. Los arquitectos y
los urbanistas deberían procurar que la vista de tos monumentos y
los conjuntos históricos, o desde ellos, no se deteriore y de que
dichos conjuntos se integren armoniosamente en la vida contempo-
ránea.

6. En una época en que la creciente universalidad de las técnicas de
construcción y de las formas arquitectónicas presentan el riesgo de
crear un medio uniforme en todo el mundo, ta salvaguardia de los
conjuntos históricos puede contribuir de una manera sobresatiente
a mantener y desarrollar los valores culturales y'sociales de cada na-
ción, así como al enriquecimiento arquitectónico del patrimonio
cultural mundial.

III. POLITICA NACIONAL, REGIONAL Y LOCAL

7. En cada Estado Miembro debería formularse, con arreglo a sus condi-
ciones propias en materia de distribución de poderes, una pol ítica
nacional, regional y local con objeto de que las autoridades naciona-
les, regionales o locales tomen medidas jurídicas, técnicas, ecvnómi-
cas y sociales con miras a salvaguardar los conjuntos históricos y su
medio y adaptarlos a las exigencias de la vida contemporánea. Esta
pol(tica debería influir en el planeamiento nacional, regional o local
y orientar la planificación urbana y fa ordenación regional y rural en
todos los niveles. Las acciones resu{tantes de ese p{aneamiento debe-
rían integrarse en la formulación de los objetivos y programas, en la
distribución de las funciones y en la ejecución de las operaciones. De-
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berfa recabarse ta colaboración de los individuas y de las asociaciones
privadas para la aplicación de la pol ítica de salvaguardia.

IV. MEDIDAS DE SALVAGUARDIA

8. La salvaguardia de los conjuntos históricos y de su medio debería
ajustarse a los principios antes enunciados y a los métodos que se
exponen a continuación, determinándose las medidas concretas con
arreglo a las competencias legislativas y constitucionales y a la orga-
nización social y económica de cada Estado.

Medidas jurfdicas y adminístrativas

9. La aplicación de una política global de salvaguardia de los conjun-
tos históricos y de su medio deberían fundarse en principios válidos
para cada pais en su conjunto. Los Estados Miembros deberfan adap-

^ tar (as disposiciones existentes o, en su caso, prornulgar nuevos tex-
tos legislativos y r^glamentos con objeto de asegurar la salvaguardia
de los cnnjuntos histbricos y de su medio, teniendo en cuenta las dis-
posiciones existentes o, en su caso, promulgar nuevos textos legis-
lativos, teniendo en cuenta ias disposiciones contenidas en este cap(-
tulo y en los siguientes. Convendría revisar las leyes relativas a la or-
denación del territorio, al urbanisrno y a las viviendas, para coordi-
nar y armonizar sus dísposíciones con las teyes relativas a la salva-
guardia del patrimonio arquitectónico. Esas legislaciones deberian
fomentar ta adaptación o la adopción de disposiciones en los planos
regional o local, encaminadas a dicha salvaguardia.

10. Las disposiciones que establezcan un sistema de salvaguardia de los
conjuntos históricos deberían enunciar los principios generales rela-
tivos al establecimiento de los planes necesarios y, en particular:
- las condiciones y las restricciones generaies aplicables a fas zonas

protegidas y sus inmediaciones;
- la indicación de los programas y operaciones que habrá^n de pre-

verse en materia de consenración e infraestructuras de servicios;
- las funciones de mantenimiento y la designación de los encarga-

dos de desempeñarlas;

- los campos en que podrán aplicarse las actividades de urbanismo,
reestructuración y ordenación rural;

- la designación del organismo encargado de autorizar toda restau-
ración, reforma, nueva construcción o demotición en el perf-
metro protegido;

- las modalidades de^financiamiento y de ejecución de los progra-
mas de salvaguardia.

11. Los planes de salvaguardia deberfan definir:
- las zonas y los efementos protegidos;
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las condiciones y tas restricciones especfficas que ies son apli-
cabies;

- las normas que regulan los trabajos de mantenimiento, de restau-
ración y de mejorarniento;

- las condiciones generales de instalación de las redes de suministro
y de tos servicios necesarios para la vida urbana o rural;

- las condiciones que regirán ( as nuevas construcciones.

12. La legislación de salvaguardia deberfa ir acompañada, en principio,
de disposiciones preventivas contra las infracciones al reglamento de
salvaguardia y contra toda atza especutativa de los valores inmobi-
liarios en las zonas protegidas, que pueda comprometer una protec-
ción y una restauración concebídas en función del interés colectivo.
Podrta tratarse de medidas de urbanismo que infiuyan en el precio
de los solares por construir, tales como el estabtecimiento de ptanes
de ordenamiento de barriada o de extensión más reducida, la conce-
sión del derecho preferente de compra a un organismo público, la
expropiación en benefício de la salvaguardia o la intervención de ofi-
cio en caso de incapacidad o incumplimiento por parte de los pro-
pietarios, e instituir sanciones efectivas como la suspensión de las
obras, la obligación de reconstruir, y/o una multa adecuada.

13. Deberia imponerse, tanto a las colectividades públicas como a Ioa
particulares, el respeto de las medidas de salvaguardia. Sin embargo,
debería establecerse un mecanismo de recurso contra las decisiones
arbitrarias o injustas.

14. Las disposiciones referentes a la construcción de edificios para orga-
nismos públicos y privados, y a las obras públícas y privadas, debe-
rfan adaptarse a la reglamentación de salvaguardia de los conjuntos
históricos y de su medio.

15. En particutar, habrta que formular o revisar las disposiciones relati-
vas a los ioFales y manzanas insalubres, asf como a la construcción
de viviendas sociales, no sólo de modo que se ajustaran a la polftica
de salvaguardia, sirro también de que contribuyeran a ella. EI régi-
men de posibles subvenciones deberfa establecerse y modularse en
consecuencia, en particular para facilitar la construcción de vivien-
das subvencionadas y las construcciones públicas rehabilitando anti-
guos edificios. Las demoliciones sólo deberfan autorizarse para los
edificios sin valor histórico ni arquitectónico y deberfan controtarse
estrictamente la^ subvenciones a que esas demoliciones pudieran dar
lugar. Además, una parte suficiente de los créditos previstos para {a
construcción de alojamientos sociales deberfa destinarse a rehabili-
tar edificios antiguos.

16. Deberfan darse a conocer al púb{ico y registrarse en un organismo
oficialmente competente las consecuencias jurfdicas de las medidas
de proteccibn de edificios y terrenos.
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17. Teniendo debidamente en cuenta las condiciones propias de cada
país y la dístríbución de funciones de las diversas administraciones
nacionales, regionales y locales, la ejecución de las obras de salva-
guardia debería inspirarse en los siguientes principios:

a) una autoridad especial debería encargarse de la coordinación
permanente de todas las partes interesadas: servicios públicos
nacionales, regionales y locales o agrupaciones de particulares;

b) los planes y documentos de safvaguardia se deberían preparar
después de haberse efectuado todos los estudios hístóricos ne-
cesarios por equipos pluridisciplinarios compuestos, en parti-
cular, de

- especialistas en conservación y restauración, incluidos los
historiadores del arte;

- arquitectos y urbanistas;

- sociólogos y economistas;

- ecólogos y arquitectos paisajistas;

- especialistas en sanidad pública y bienestar social;

y, en general, de todos los especialistas en dísciplinas relacionadas
con la protección y el realce de los conjuntos históricos;

c) las autoridades deberían tomar la iniciativa de organizar la con-
sulta y la participación de la población interesada;

d) los planes de salvaguardia deberían ser aprobados por el organis-
mo que designe la ley;

e) los servicios públicos encargados de aplicar las disposiciones de
salvaguardia en todos los niveles -nacional, regional y iocal-
deberían contar con el persona! necesario y con medios técnicos,
administrativos y financieros adecuados.

Medidas técnicas, económicas y sociales

18. Se debería establecer, en el plano nacional, regional o local, una lista
de los conjuntos históricos y de su medio que hayan de salvaguardar-
se. En esa lista deberían indicarse unas prioridades, para facilitar una
asignación racional de los limitados recursos disponibles con fines
de salvaguardia. Las medidas de protección, de cualquier tipo, que
tengan caráctér urgente deberían tomarse sin esperar a que se esta-
blezcan planes de salvaguardia.

19. Debería hacerse un ánálisis de todo el conjunto, incluida su evolución
espacial, que integrase los datos arqueológicos, históricos, arquitec-
tónicos, técnicos y económicos. Debería establecerse un documento
anal ítico encaminado a determinar los inmuebles o los grupos de in-
muebles que deben protegerse cuidadosarnente, conservarse en ciertas
condiciones, o, en circunstancias absolutamente excepcionales y do-
cumentadas con escrupulosidad, destruirse, Io que permitiría a las
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autoridades suspender todos los trabajos incompatibles de esta Reco-
mendación. Además, debería establecerse, con ese mismo fin, un in-
ventario de los espacios abiertos, públicos y privados, así como de su
vegetaciórr.

20. Además de esta investigación arquitectónica, se necesitan estudios
detallados de los datos y las estructuras sociales, económicas, cultu-
rales y técnicas, así como del contexto urbano o regional más amplio.
Esos estudios deberían incluir, a ser posible, datos demográficos y un
análisis de las actividades económicas, sociales y culturales, los modos
de vida y las relaciones sociales, los problemas del régimen de propie-
dad del suelo, la infraestructura urbana, el estado de las vías urbanas,
las redes de comunicación y las relaciones recíprocas entte la zona
protegida y las zonas circundantes. Las autoridades competentes
deberían atribuir suma importancia a esos estudios y comprender que
sin ellos no cabe establecer planes válidos de salvagŭarcia.

21. Antes de formular planes y normas de salvaguardia y después del
análisis que se acaba de describir, procedería, en principio, estable-
cer una programación que tenga en cuenta a(a vez el respeto de los
datos urbanísticos, arquitectónicos, económicos y sociales, y la capa-
cidad de la trama urbana y rural para acoger funciones compatibles
con su carácter específico. La programación debería tender a adaptar
las densidades de ocupación y a prever el escalonamiento de las ope-
raciones, así como los alojamientos temporales necesarios durante las
obras y los locales para el realojamiento permanente de los habitantes
que no pueden regresar a su anterior vivienda. Esta programación
debería establecerse asociando a su elaboración en la mayor medida
posible a las colectividades y las poblaciones interesadas. Como el
contexto social, económico y físico de los conjuntos históricos y de
su medio cambia constantemente, los estudios y las investigaciones
deberían ponerse regularmente al día. Por ello sería indispensable
emprender la preparación de los planes de salvaguardia y su ejecución
tomando como base los estudios ya disponibles, en vez de aplazarlos
indefinidamente mientras se perfecciona el proceso de planificación.

22. Una vez establecidos los planes y las normas de salvaguardia, y apro
bados por la autoridad pública competente, sería conveniente que sus
autores se encargaran de su ejecución o la dirigiesen.

23. En los conjuntos históricos que posean elementos de varios períodos
diferentes, la salvaguardia debe hacerse teniendo en cuenta las mani-
festaciones de todos esos períodos.

24. çuando existan planes de salvaguardia podrán autorizarse, de confor-
midad con ellos, los programas de saneamiento urbano o de adecen-
tamiento de suburbios que consistan en demoler inmuebles despro-
vistos de interés arquitectónico o histórico, o demasiado vetustos
para ser conservados, en suprimir aditamentos y construcciones
superpuestas sin valor e incluso, en demoler edificios recientes que
rompan la unidad del conjunto.
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25. Los programas de saneamiento urbano o de adecentamiento de su-
burbios aplicables a zonas que no están incluidas en planes de salva-
guardia deberían respetar los edificios y otros elementos que tengan
un valor arquitectónico o histórico. Si tales elementos pueden sufrir
daños con esos programas deberían trazarse necesariamente antes de
su demolición los planes de salvaguardia periinentes. ^

26. Es necesaria una vigilancia permanente para evitar que esas opera-
ciones reporten beneficios excesivos o se utilicen con fines contra-
rios a los objetivos del plan.

27. En toda operación de saneamiento urbano o de adecentamiento de
suburbios que afecte a un conjunto histórico deberían observarse las
normas generales'de seguridad relativas a incendíos y catástrofes na-
turales a condición de que etlo sea compatible con los críteríos apli-
cables a la salvaguardia del patrimonio cultura. En caso contrario,
deberían buscarse soluciones particulares en colaboración con todos
los servicios interesados, a fin de conseguir la máxima seguridad sin
detrimento del patrimonio cultural.

28. Se debería poner especial cuidado en reglamentar y controlar las
construcciones nuevas para conseguir que su arquitectura encaje
armoniosamente en las estructuras espaciales y en el ambiente de los
conjuntos históricos. Con ese objeto, un análisis del contexto urbano
debería proceder a toda nueva construcción no sólo para definir el
carácter general del conjunto, sino también para analizar sus domi-
nantes: armonfa de las alturas, colores, materiales y formas, cons-
tantes de ordenación de las fachadas y los tejados, relaciones de los
volúmenes construidos y de fos espacíos, así como sus proporciones
medias y la implantación de los edificios. Se debería prestar especial
atención a la dimensión de las parcelas, por cuanto toda modificación
de ellas podría tener un efecto de masa perjudicial para la disposi-
ción del conjunto.

29. No se debería dar autorización para aislar un monumento demolien-
do to que le rodea; asimismo, sólo excepcionalmente y por razones
de fuerza mayor se debería decidir su desplazamiento.

30. Deberían protegerse. los conjuntos históricos y su medio contra la
desfiguración resuttante de la instalación de soportes, cabtes eléc-
tricos o telefónicos, antenas de televisión y signos publicitarios en
gran escala. Cuando ya existan, se tomarán medidas adecuadas para
suprimirlos. Se deberían estudiar y controlar con el mayor cuídado
los carteles, la publicidad, luminosa o no, los letreros comerciales, el
mobiliario urbano y el revestimiento del suelo, para integrarlos armo-
niosamente en el conjunto. Se desplegarán especiales esfuerzas para
impedir todas las formas de vandalismo.

31. Los Estados miembros y las colectividades interesadas deberían
proteger los conjuntos históricos y su medio contra los daños cadá
vez más graves causados por ciertos adelantos tecnoJÓgicos Icomo las
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diversas formas de contaminaciónl, prohibiendo la implantación de
industrias nocivas en sus cercanías y adoptando medidas preventivas
contra los efectos destructores del ruido, los choques y las vibra-
ciones producidos por las máquinas y Ios vehículos. Asimismo, se
deberían prever medidas contra los deterioros provocados por una
explotación turfstica excesiva.

32. Dado el conflicto que existe en la mayor parte de los conjuntos his-
tóricos entre el tránsito automóvil, por una parte, la densidad de la
trama urbana y las cualidades arquitectónicas, por otra, los Estados
Miembros deberían incitar y ayudar a las au2oridades locales a buscar
rnedios de resolver este problema. Para lograrlo y para favorecer el
tránsito de peatones, convendría estudiar con sumo cuidado el em-
plazamiento y el acceso de los parques de estacionamiento periféri-
cos, e incluso centrales, y estab4ecer redes de transporte que facili-
taran al mismo tiempo la circulación de los peatones y los servicios
de transportes públicos. Numerosas operaciones de rehabilitación
-entre otras, {a instalación subterránea de redes eléctricas- que se-
rían demasiado costosas si se hicieran por separado, podrían enton-
ces coordinarse fácil y económicamente con el ordenamiento de la
red de vías públicas.

33. La protección y la restauración deberían ir acompañadas de activi-
dades de reanimación. Por tanto, sería esencial mantener las funcio-
nes existentes que sean apropiadas, y en particular, el comercio y la
artesanía, y crear otras nuevas que, para ser viables a largo plazo,
deberían ser compatibles con el contexto económico y social, urba-
no, regional o nacional en el que se inserten. EI costo de las opera-
ciones de salvaguardia no debería eva{uarse solamente en función del
valor cultural de las construcciones sino también con su valor deriva-
do de la utilización que puede hacerse de ellas. Sólo cabe plantear
correctamente {os problemas sociales haciendo referencia a esas dos
escalas de valor. Esas funciones tendrían que adaptarse a las necesi-
dades sociales, cutturales y económicas de los habitantes, sin ir en
detrimento del carácter específico del conjunto de que se trate. Una
polftica de animación cultural debería convertir los conjuntos histó-
ricos en polos de actividades culturales y darles un papel esencial en
el desarrollo cultural de las comunidades circundantes.

34. En las zonas rurales, todos los trabajos que impliquen una degrada-
ción del paisaje así como todos los cambios en las estructuras eco-
nómicas y sociales deberían controlarse cuidadosamente a fin de
presenrar la integridad de las comunidades rurates históricas en su
ambiente.

35. La acción de salvaguardia debería asociar la contribución de la auto-
ridad pública a la de los propietarios particulares o'colectivos y de
los habitantes y usuarios, aislados o en grupo, cuyas iniciativas se
estimularán. Se debería establecer, pues, una cooperación constante
en todos los niveles entre las colectividades y los particulares, sobre
todo por los medios siguientes: información adaptada a los tipos ^de

-32-



personas de que se trate; encuestas preparadas con la particiipación de
las personas interrogadas; creación de grupos consultivos en los orga-
nismos de planificación; representación de los propietarios, los habi-
tantes y los usuarios a título consultivo en los organismos de deci-
sión, de gestión y de animación de las operaciones relacionadas con
los planes de salvaguardía; o creación de organismos de economfa
mixta que participen en la ejecución.

36. Se deber(a estimular la fundación de agrupaciones voluntarias de sat-
vaguardía y de asociaciones de carácter no lucrativo y la institución
de recompensas honoríficas o pecuniarias para que se reconozcan las
obras ejemplares en todos los aspectos de la salvaguardia.

37. Las inversiones públicas previstas por los planes de salvaguardia de los
conjuntos históricos y de su medio deberían garantizarse con la asig-
nación de créditos adecuados en los presupuestos de las autoridades
centrales, regionales y locales. EI conjunto de esos créditos deber(a
administrarse en forma centralizada por los organismos de derecho
público, privado o mixtos encargados de coordinar en los niveles
nacional, regional o local todas las formas de ayuda financiera y de
orientarlas hacia una aplicación global.

38. La ayuda pública, en todas las formas descritas en los párrafos si-
guientes, debería partir del principio de que las colectividades inter-
vendrán all f donde sea necesario y conveniente, teniendo en cuenta
el "sobrecosto" de {a restauración, es decir, e{ costo suplementario
impuesto al propietario en relaĉión con el nuevo valor venal o loca-
tivo del edificio.

39. En general, esas inversiones públicas deberían servir ante todo para
conservar los edificios existentes, en particular las viviendas de renta
reducida y sólo aplicarse a nuevas construcciones en la medida en que
éstas no constituyen una amenaza para la utilización y las funciones
de los edificios existentes.

40. Deberían otorgarse donaciones, ventajas fiscales, subsidios o présta-
mos en condiciones favorables a los propietarios privados y a{os
usuarios que efectuaran las obras establecidas en los planes de salva-
guardia, con arreglo a las normas fijadas en esos planes. Tales venta-
jas fiscales, donaciones y préstamos podrían concederse con carácter
prioritario a agrupaciones de propietarios o de usuarios de viviendas
y locales comerciates, por resultar las operaciones agrupadas econó-
micamente más ventajosas que las acciones individuales. Las venta-
jas financieras que se concedieran a los propietarios privados y a los
usuarios quedarían subordinadas eventualmente al respeto de ciertas
condiciones impuestas en interés del público, tales como garantizar la
integridad de los edificios, la posibilidad de visitar los inmuebles, te-
ner acceso a los parques, jardines o lugares, hacer fotografías, etc.

41. En los presupuestos de los organismos públicos o privados deberían
establecerse coñsignaciones especiales para la protección de {os con-
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juntos históricos que la ejecución de grandes obras públicas o la con-
taminación puedan poner en peligro. Las autoridades deberfan con-
signar también fondos especiales para reparar tos daños causados por
desastres naturales.

42. Además, todos fos servicios y administraciones que intervengan en ta
construccián pública deberfan organizar sus programas y presupues-
tos de tal manera que contribuyeran a rehabilitar conjuntos históri-
cos, financiando obras que correspondan a la vez a sus propios obje-
tivos y a los del plan de salvaguardia.

43. Para aumentar.los medios financieros disponibles, los Estados Miem-
bros deberfan fomentar la creación de establecimientos financieros
públicos y privados para la salvaguardia de los conjuntos históricos
y de su medio, dvtados de personalidad moral y que pudiesen reci-
bir donaciones de particulares, de fundaciones y de empresas indus-
triaies y comerciales. Los donantes podrían disfrutar de exenciones
fiscales.

44. Las instituciones públicas y los establecimientos de crédito privados
podrían facilitar la financiación de obras de todo tipo encaminadas a
proteger los conjuntos históricos y su medio, instituyendo un orga-
nismo que se encargaría de otorgar préstamos a los propietarios a
intereses módicos y con largos plazos de reembolso.

45. Los Estados Miembros y las autoridades interesadas de todos los
niveles podrían facilitar la creación de asociaciones sín fines lucra•
tivos que se ocuparan de adquirir los inmuebles y, eventualmente,
de venderlos previa restauración, empleando unos fondos de ope-
raciones especialmente destinados a mantener en tos conjuntos his-
tóricos a unos propietarios deseosos de protegerlos y de preservar su
carácter.

46. Es esencial evitar que las medidas de salvaguardía acarreen una rup-
tura de la trama social. Con objeto de evitar en los inmuebles o en los.
conjuntos que se hayan de restaurar los traslados de habitantes, en
detrimento de los menos favorecidos, se podrfan conceder indemni-
zaciones que compensaran la subida de alquiler, para que los ocupan-
tes pudiesen conservar sus alojamientos, sus locales comerciales y
sus talleres, así como su régimen de vida y sus ocupaciones tradicio-
nales, en especial la artesanía rural, la agricultura en pequeña escala,
la pesca, etc. Esas indemnizaciones, determinadas en función de los
ingresos, ayudarían a los interesados a hacer frente al aumento de
los alquileres causados por {as obras realizadas.

V, INVESTIGACION, ENSEÑANZA E INFORMACION

47. Para mejorar ta competencia de los especialistas y de los artesanos ne-
cesarios así como para fomentar et interés y la participación de toda
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la población en la labor de salvaguardia, los Estados Miembros debe-
rfan tomar las siguientes medidas, en consonancia con su competen-
cia legíslativa y constitucional.

48. Los Estados Miembros y todos los grupos interesados debertan fo-
mentar las investigaciones y los estudios sistemáticos sobre:

.- los aspectos urbanísticos de los conjuntas históricos y de su
medio;

- las interconexiones entre salvaguardia, urbanismo y planifica-
ción del territorio;

- los métodos de conservación aplicables a los conjuntos históricos;

- la alteracíón de los materiales;

-- la aplicación de las técnicas modernas al trabajo de conservación;

- las técnicas artesanales indispensables para la salvaguardia.

49. Deberían instaurarse y desarrollarse enseñanzas específicas sobre los
temas antedichos, con inclusión de cursillos de formación práctica.
Además, es indispensable fomentar la formación de artesanos y espe-
cialistas en la salvaguardia de conjuntos históricos y de los espa-
cios circundantes. También es necesario fomentar las propias técnicas
artesanales que están amenazadas por los procesos de industrializa-
ción. Es conveniente que las instituciones interesadas cooperen en
esta esfera con los organismos especializados en la rnateria tates como
el Centro de Estudios para la Conservación y la Restauración de los
Bienes Culturales de Roma, el Consejo Internacional de Monumentos
y Lugares de Interés Artístico e Histórico (ICOMOSI y et Consejo
Internacional de Museos (ICOM).

50. La formación del personal administrativo encargado de las operacio-
nes de salvaguardia, a nivel local, de los conjuntos históricos, debe-
ría ser financiada y dirigida donde sea adecuado y necesario, por las
autoridades competentes, con arreglo a un programa a largo plazo.

51. A través de la educación escolar, postescolar y universitaria y de los
medios de información como los iibros, la prensa, la televisión, la
radio, el cine y las exposiciones ambulantes debería hacerse todo lo
posible para que el público comprendiera la necesidad de la salva-
guardia. Las ventajas no solamente estéticas y culturales sino tam-
bién sociales y económicas que puede ofrecer una política bien Ile-
vada de salvaguardia de los conjuntos antiguos y de su medio debe-
rían ser objeto de una información ciara y completa. Esta informa-
ción debería difundirse ampliamente entre los organismos especia-
lizados, tanto privados como oficiales, nacionales, regionales y lo-
cales, y entre la población a fin de que se sepa por qué y cómo pue-
den mejorar su marco de vída.

52. En todos los grados de la educación, y sobre todo en la enseñanza
de la historia, debería incluirse el estudio de los conjuntos históri-
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cos, con objeto de inculcar en el espíritu de los jóvenes la compren-
sión y el respeto de las obras del pasado y de mostrar el papel de ese
patrimonio en la vida contemporánea. Esa enseñanza debería recu-
rrir ampliamente a los medios audiovisuales, y a las visitas de con-
juntos históricos.

53. Deberfan facilitarse los cursos de perfeccionamiento para personal
docente y para guías, así como la formación de instructores para
ayudar a los grupos de jóvenes y adultos deseosos de iniciarse en el
conocimiento de los conjuntos históricos.

VI. COOPERACION INTERNACIONAL

54. Los Estados Miembros deberían colaborar, en lo que se refiere a la
salvaguardia de los conjuntos históricos y de su medio, recabando (a
ayuda cuando parezca conveniente, de organizaciones internaciona-
les, intergubernamentales y no gubernamentales, y en particular del
Centro de Documentación Unesco-ICOM-ICOMOS. Esta cooperación
multilateral o bilateral debería coordinarse juiciosamente y plasmar-
se en medidas tales como 1as siguientes:

a) intercambio de información en • todas sus formas y de publica-
ciones científicas y técnicas;

b) organización de seminarios y de grupos de trabajo sobre temas
precisos;

c) concesión de becas de estudios y de viaje, envfo de personal
científico, técnico y administrativo y suministro de materiat;

d) lucha contra todas las formas de contaminación;
e) ejecución de grandes proyectos de conservación, restauración y

rehabilitacibn de conjuntos históricos y difusión de la expe-
riencia adquirida. En las regiones situadas a uno y otro lado de
una frontera y en las que se pianteen problemas comunes de or-
denación y salvaguardia de conjuntos históricos y de su medio,
los Estados Miembros deberían coordinar sus políticas y sus ac-
ciones con objeto de lograr una utilización y protección óptimas
de ese patrimonio;

f) asistencia mutua entre países vecinos para 4a salvaguardia de con-
juntos de interés común característicos del desarrollo histórico
y cultural de la región.

53. De conformidad con el espíritu y los principios de esta recomenda-
ción, ningún Estado Miembro debería tomar medida alguna para
demoler o aiterar el carácter de los barrios, ciudades y lugares histó-
ricos situados en territoríos ocupados por ese Estado.


